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PALACIO LEGISLATIVO, A 30 DE ABRIL DE 2021. 

 

Asunto: Criterios jurisprudenciales relevantes en las publicaciones del Semanario Judicial de 

la Federación correspondientes al mes de abril de 2021. 

 

En los ejemplares del Semanario Judicial de la Federación correspondientes al mes de abril 

de 20211, se publicaron los siguientes criterios jurisprudenciales relevantes para la Unidad de 

Evaluación y Control: 

 

RESPONSABILIDADES, TRANSPARENCIA Y RENDICIÓN DE CUENTAS   

SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 

RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. EL ARTÍCULO 100 DE 

LA LEY GENERAL DE RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS NO TRANSGREDE LOS 

PRINCIPIOS DE SEGURIDAD JURÍDICA Y DE ACCESO A LA JUSTICIA, EN TANTO ESTABLECE 

ENUNCIADOS NORMATIVOS DISTINTOS. 

 

CRITERIOS RELEVANTES PARA EL TRABAJO JURÍDICO DE LA UEC 

SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN  

REVISIÓN FISCAL ADHESIVA. EL AUTORIZADO EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 5o., PÁRRAFO 

ÚLTIMO, DE LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO ESTÁ 

LEGITIMADO PARA INTERPONERLA. 

SISTEMA PROCESAL PENAL ACUSATORIO Y ORAL. LA PROHIBICIÓN AL JUZGADOR PREVISTA 

EN EL ARTÍCULO 20, APARTADO A, FRACCIÓN VI, DE LA CONSTITUCIÓN GENERAL, DE 

TRATAR ASUNTOS SUJETOS A PROCESO CON CUALQUIERA DE LAS PARTES SIN QUE ESTÉ 

PRESENTE LA OTRA, CONSTITUYE UNA GARANTÍA PARA SALVAGUARDAR LOS PRINCIPIOS 

DE CONTRADICCIÓN E IMPARCIALIDAD 

TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO  

LEGITIMACIÓN PARA INTERPONER EL RECURSO DE REVISIÓN EN AMPARO INDIRECTO. 

CARECE DE ÉSTA EL TERCERO INTERESADO, CONTRA LA SENTENCIA QUE DECRETÓ EL 

SOBRESEIMIENTO EN EL JUICIO. 

FIRMA ELECTRÓNICA EXPEDIDA A PERSONAS MORALES POR EL SERVICIO DE 

ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA (FIEL O E.FIRMA). LOS JUZGADOS DE DISTRITO Y LOS 

TRIBUNALES DE CIRCUITO ESTÁN OBLIGADOS A RECONOCERLA CÓMO VÁLIDA EN LOS 

JUICIOS DE AMPARO, SIEMPRE QUE AQUÉLLA SE ENCUENTRE CERTIFICADA Y VIGENTE. 

PERSONAS JURÍDICAS. SON TITULARES DE LOS DERECHOS HUMANOS QUE SEAN ACORDES 

A SU NATURALEZA. 

 

  

 
1 Los Semanarios se publicaron los 9, 16, 23 y 30 de abril de 2021. 
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INICIO 

 

Época: Décima Época  

Registro: 2022960  

Instancia: Segunda Sala  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 09 de abril de 2021 10:13 h  

Materia(s): (Administrativa, Constitucional)  

Tesis: 2a. V/2021 (10a.)  

RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. 

EL ARTÍCULO 100 DE LA LEY GENERAL DE RESPONSABILIDADES 

ADMINISTRATIVAS NO TRANSGREDE LOS PRINCIPIOS DE SEGURIDAD 

JURÍDICA Y DE ACCESO A LA JUSTICIA, EN TANTO ESTABLECE 

ENUNCIADOS NORMATIVOS DISTINTOS. 
 

Hechos: Una persona moral cuestionó la constitucionalidad del artículo 100, párrafos 

primero y último, de la Ley General de Responsabilidades Administrativas, que prevé los 

supuestos bajo los cuales puede concluirse y archivarse un expediente de investigación, al 

considerar que admite diversas interpretaciones y que su aplicación resulta arbitraria por 

parte de la autoridad administrativa, lo que transgrede los principios de seguridad jurídica 

y de acceso a la justicia. 

 

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina 

que el artículo 100 de la Ley General de Responsabilidades Administrativas establece 

enunciados normativos distintos que no se contraponen, sino que se complementan y, en 

consecuencia, no genera inseguridad jurídica, puesto que de manera clara determina los 

supuestos bajo los cuales se puede concluir y archivar en definitiva un expediente. 

 

Justificación: Lo anterior, ya que de la lectura de los enunciados normativos contenidos en 

el artículo 100 de la Ley General de Responsabilidades Administrativas se advierte que 

establecen reglas distintas que no se contraponen, sino que se complementan entre sí, al 

formar parte del diseño del procedimiento de investigación que permite a la autoridad 

obtener toda la información necesaria para determinar la existencia de responsabilidades 

administrativas. De esta manera, el mencionado numeral no viola el principio de seguridad 

jurídica, porque si bien la primera parte de su párrafo tercero faculta a la autoridad 

investigadora para que, en caso de no encontrar elementos suficientes para determinar la 

presunta responsabilidad del infractor, emita un acuerdo de conclusión y archivo del 

expediente, la última parte del mismo párrafo señala que si surgen nuevos indicios o 

pruebas, podrá abrir nuevamente la investigación, independientemente del acuerdo que 

hubiera emitido, siempre y cuando su facultad para sancionar no haya prescrito, por lo 

tanto, dichos supuestos no dan margen a la arbitrariedad por parte de la autoridad 
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investigadora, pues de manera clara se establecen las condiciones bajo las cuales se 

puede concluir y archivar en definitiva un expediente de investigación. Además, el artículo 

100 aludido respeta el principio de acceso a la justicia, al imponer a las autoridades 

investigadoras el deber de notificar el acuerdo de conclusión y archivo del expediente a 

los denunciantes, a fin de que hagan valer sus derechos, pudiendo el denunciante, en 

términos del artículo 101 de la misma ley, impugnar la abstención de las autoridades 

substanciadoras o resolutoras de iniciar el procedimiento de responsabilidad administrativa. 

 

SEGUNDA SALA 

 

Amparo en revisión 133/2020. Despacho de Investigación y Litigio Estratégico, A.C. 2 de 

septiembre de 2020. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar 

Morales, José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez 

Potisek. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Alfredo Uruchurtu Soberón. 

 

 

 
Esta tesis se publicó el viernes 09 de abril de 2021 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial 

de la Federación. 
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INICIO 

 

Época: Décima Época  

Registro: 2023054 

Instancia: Segunda Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 30 de abril de 2021 10:34 h  

Materia(s): (Administrativa)  

Tesis: 2a./J. 67/2020 (10a.)  

REVISIÓN FISCAL ADHESIVA. EL AUTORIZADO EN TÉRMINOS DEL 

ARTÍCULO 5o., PÁRRAFO ÚLTIMO, DE LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO 

CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO ESTÁ LEGITIMADO PARA 

INTERPONERLA. 

 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes 

analizaron una misma problemática jurídica arribando a 

posicionamientos contrarios, ya que mientras que para uno de ellos el 

autorizado de la parte actora en el juicio de nulidad, en términos del 

artículo 5o., párrafo último, de la Ley Federal de Procedimiento 

Contencioso Administrativo, se encuentra legitimado para interponer 

el recurso de revisión fiscal adhesivo previsto en el artículo 63 del 

citado ordenamiento, para el otro, el autorizado en esos términos no 

tiene legitimación, al considerar que el ejercicio de la acción es un 

acto personalísimo que únicamente corresponde al demandante o a 

su representante legal. 

  

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de 

la Nación establece que el autorizado en términos del artículo 5o., 

párrafo último, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 

Administrativo, se encuentra legitimado para interponer la revisión 

fiscal adhesiva prevista en el artículo 63 del citado ordenamiento, 

siempre y cuando tenga reconocido su carácter ante la autoridad 

que conoció del juicio contencioso administrativo.  

 

Justificación: Lo anterior, en primer término, porque así lo establece 
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expresamente el párrafo último del referido artículo 5o., al prever la 

posibilidad de que los particulares o sus representantes autoricen por 

escrito a licenciado en derecho, quien además de contar con 

atribuciones para recibir notificaciones en su nombre, tenga las 

facultades procesales para hacer promociones de trámite, rendir 

pruebas, presentar alegatos e incluso, interponer recursos, entre los 

que se encuentra la revisión fiscal adhesiva que constituye un medio 

de defensa en sentido amplio que garantiza, a quien obtuvo 

sentencia favorable, la posibilidad de expresar agravios tendentes a 

mejorar y reforzar la parte considerativa de la sentencia que condujo 

a la resolución favorable a sus intereses. En segundo término, porque 

la revisión adhesiva es accesoria del recurso de revisión fiscal, pues su 

procedencia depende de la del principal, en tanto que este último es 

un recurso ordinario, sui géneris, previsto en la ley especial de la 

materia, que permite al órgano revisor, en este caso, a un Tribunal 

Colegiado de Circuito, revisar la legalidad de la sentencia del juicio 

contencioso administrativo y, en su caso, confirmar, modificar o 

revocar dicha determinación. De tal suerte que atendiendo a la 

naturaleza del mencionado recurso, la calidad de las partes debe 

quedar incólume mientras no se resuelva el citado recurso, quedando 

vigentes las facultades del autorizado dentro del proceso. Ahora, la 

revisión fiscal adhesiva no es equiparable a la acción de amparo, 

cuyo ejercicio corresponde de manera exclusiva y personal al titular 

del derecho subjetivo o a su representante, en términos de los artículos 

5o., fracción I y 6o. de la Ley de Amparo. Esto es así, porque la revisión 

adhesiva es accesoria del recurso de revisión fiscal y tiene una 

naturaleza distinta, ya que su objetivo es mejorar o reforzar la parte 

considerativa de la sentencia impugnada, favorable a los intereses de 

a quien, preliminarmente, le fue reconocido un derecho. En tanto que 

el ejercicio de la acción, como un acto autónomo e independiente 

de la jurisdicción ordinaria, tiene como finalidad, precisamente, el 

reconocimiento de una pretensión litigiosa, lo que en materia de 

amparo se traduce en la protección del derecho humano que se 

estima violado. De ahí que, a diferencia de la acción de amparo, la 

interposición de la revisión fiscal adhesiva no requiere llevarse a cabo 
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por el titular del derecho subjetivo o por su representante, puesto que 

el autorizado en términos del artículo 5o., párrafo último, de la Ley 

Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, es quien 

pudiera emprender dichos actos en defensa de su autorizante, 

tomando en consideración la potestad que tiene de interponer 

recursos. Por su parte, cabe señalar que la circunstancia de que los 

artículos 104, fracción III, de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos y 63, párrafo final, de la Ley Federal de 

Procedimiento Contencioso Administrativo, establezcan que 

el recurso de revisión deberá "tramitarse" en los términos previstos en la 

Ley de Amparo en cuanto a la regulación del recurso de revisión, no 

significa que se tenga que desconocer la regulación específica de la 

ley del acto sujeto a revisión, particularmente, en tratándose de los 

aspectos de representación y de autorización procesal y, como 

consecuencia de ello, obligar al autorizado a que justifique su 

legitimación en términos del artículo 12 de la Ley de Amparo. Lo 

anterior, porque así lo establece el propio artículo 11 de la Ley de 

Amparo, al prever que: "Cuando quien comparezca en el juicio de 

amparo indirecto en nombre del quejoso o del tercero interesado 

afirme tener reconocida su representación ante la autoridad 

responsable, le será admitida siempre que lo acredite con las 

constancias respectivas...". De ahí que si el autorizado en términos del 

artículo 5o., párrafo último, de la Ley Federal de Procedimiento 

Contencioso Administrativo, demuestra tener reconocido su carácter 

ante la autoridad que conoció del juicio contencioso administrativo, 

es más que suficiente para reconocerle legitimación en la revisión 

fiscal adhesiva. 

  

SEGUNDA SALA 

 

Contradicción de tesis 157/2020. Entre las sustentadas por el Sexto 

Tribunal Colegiado del Tercer Circuito, el Pleno del Tercer Circuito y el 

Noveno Tribunal Colegiado del Primer Circuito, todos en Materia 

Administrativa. 18 de noviembre de 2020. Cinco votos de los Ministros 

Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco 
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González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. 

Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Oscar Vázquez Moreno. 

Tesis y criterio contendientes: 

El Noveno Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer 

Circuito, al resolver el recurso de reclamación 20/2017, el cual dio 

origen a la tesis aislada I.9o.A.102 A (10a.), de título y subtítulo: 

"REVISIÓN FISCAL. EL AUTORIZADO DEL ACTOR EN EL JUICIO 

CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL, CARECE DE LEGITIMACIÓN 

PARA ADHERIRSE A ESE RECURSO.", publicada en el Semanario Judicial 

de la Federación del viernes 19 de enero de 2018 a las 10:20 horas y 

en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, 

Libro 50, Tomo IV, enero de 2018, página 2286, con número de registro 

digital: 2016050, y 

El sustentado por el Sexto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa 

del Tercer Circuito, al resolver la revisión fiscal 71/2019. 

Tesis de jurisprudencia 67/2020 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala 

de este Alto Tribunal, en sesión privada del nueve de diciembre de dos 

mil veinte. 

 
Ejecutorias 

CONTRADICCIÓN DE TESIS 157/2020. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 30 de abril de 2021 a las 10:34 horas en 

el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera de 

aplicación obligatoria a partir del lunes 03 de mayo de 2021, para los 

efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 

16/2019. 
 

 

  

https://sjf.scjn.gob.mx/SJFSem/Paginas/DetalleGeneralV2.aspx?id=29769&Clase=DetalleTesisEjecutorias
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INICIO 

 

Época: Décima Época  

Registro: 2022945  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 09 de abril de 2021 10:13 h  

Materia(s): (Común)  

Tesis: XI.11o.C.40 K (10a.)  

LEGITIMACIÓN PARA INTERPONER EL RECURSO DE REVISIÓN EN 

AMPARO INDIRECTO. CARECE DE ÉSTA EL TERCERO INTERESADO, 

CONTRA LA SENTENCIA QUE DECRETÓ EL SOBRESEIMIENTO EN EL JUICIO. 

 

Hechos: En el juicio de amparo indirecto se dictó sentencia que 

decretó el sobreseimiento; contra dicha resolución el tercero 

interesado interpuso recurso de revisión. 

 

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que el 

tercero interesado carece de legitimación para interponer el recurso 

de revisión contra la sentencia que decretó el sobreseimiento, al no 

causarle agravio en su esfera de derechos. 

 

Justificación: Lo anterior es así, pues del examen lógico y 

correlacionado de los artículos 81, fracción I, inciso e) y 82 de la Ley de 

Amparo, se advierte que la procedencia del recurso de 

revisión contra la sentencia definitiva dictada en el juicio de amparo 

indirecto está condicionada a que dicho fallo cause agravio al 

recurrente –pues de serle favorable sólo podría promover revisión 

adhesiva, a fin de tratar de conservar lo ya obtenido en esa sentencia–

. Entonces, el derecho subjetivo afectado por una sentencia dictada 

en la audiencia constitucional es lo que configura el perjuicio que da 

legitimación para impugnarla en el recurso de revisión. Por ello, no 

sólo se requiere ser parte en el juicio de amparo para estar en aptitud 

de recurrir en revisión la sentencia que ahí se emita, sino que ésta 

afecte un derecho subjetivo del recurrente; de ahí que el interés del 
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tercero interesado radica, comúnmente, en que subsista el acto 

reclamado, de manera que si el Juez de Distrito decreta el 

sobreseimiento, esa determinación no afecta sus derechos como 

parte en el juicio de amparo, porque produce el efecto de que 

subsista el acto reclamado. 

  

DÉCIMO PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER 

CIRCUITO. 
 

Amparo en revisión 285/2018. David Marvin Rubenstein. 28 de 

septiembre de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: Irma Rodríguez 

Franco. Secretario: Manuel García Rojas Lara. 

Amparo en revisión 149/2020. 8 de diciembre de 2020. Unanimidad de 

votos. Ponente: Fernando Rangel Ramírez. Secretaria: Miriam Aidé 

García González. 
 

 

 
 

Esta tesis se publicó el viernes 09 de abril de 2021 a las 10:13 horas en 

el Semanario Judicial de la Federación. 
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INICIO 

 

Época: Décima Época  

Registro: 2022963  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 09 de abril de 2021 10:13 h  

Materia(s): (Penal, Constitucional)  

Tesis: 1a. XVI/2021 (10a.)  

SISTEMA PROCESAL PENAL ACUSATORIO Y ORAL. LA PROHIBICIÓN AL 

JUZGADOR PREVISTA EN EL ARTÍCULO 20, APARTADO A, FRACCIÓN VI, 

DE LA CONSTITUCIÓN GENERAL, DE TRATAR ASUNTOS SUJETOS A 

PROCESO CON CUALQUIERA DE LAS PARTES SIN QUE ESTÉ PRESENTE LA 

OTRA, CONSTITUYE UNA GARANTÍA PARA SALVAGUARDAR LOS 

PRINCIPIOS DE CONTRADICCIÓN E IMPARCIALIDAD. 
 

Hechos: En la audiencia de juicio oral, el tribunal tomó un receso a fin de que dos de las 

juzgadoras que lo integraban se entrevistaran con una niña, en su calidad de víctima, para 

poder constatar su estado emocional y la viabilidad de que emitiera su declaración. 

Seguido el proceso, el imputado fue sentenciado bajo el sistema penal acusatorio. Al 

fallarse el juicio de amparo directo, el Tribunal Colegiado de Circuito sostuvo que no existió 

una violación a la fracción VI del apartado A del artículo 20 de la Constitución General, 

pues en su interpretación, cuando la víctima sea un niño, niña o adolescente, el tribunal 

debe sostener un encuentro en privado y anterior a la comparecencia, por lo que el 

encuentro entre el tribunal y la niña fue exclusivamente para conocer su estado emocional 

y la factibilidad para que emitiera su declaración, lo que no viola los principios de 

imparcialidad y contradicción. 

 

Criterio jurídico: Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación advierte 

que la fracción VI del apartado A del artículo 20 de la Constitución General establece una 

regla clara: El juzgador penal tiene vedado tratar asuntos sujetos a proceso con cualquiera 

de las partes sin que esté presente la otra; restricción que se impuso necesaria para 

salvaguardar fundamentalmente los principios de contradicción e imparcialidad, ya que su 

actuación debe regirse esencialmente por estos principios, lo que le permite ser un 

observador de la contienda que debe desarrollarse en igualdad de condiciones para el 

acusador y la defensa, estar presente en todas las diligencias judiciales, a fin de generarse 

una convicción propia de los hechos sometidos a debate, y ser tercero vigilante de las 

reglas procesales. 
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Justificación: De la literalidad de la norma se aprecia que esta regla tiene como finalidad 

preservar el principio de contradicción. Además, de una interpretación teleológica, 

atendiendo al procedimiento legislativo de reforma constitucional de junio de 2008, se 

desprende que el propósito de esta regla es evitar que el Juez sesgue su criterio, lo que se 

traduce en una garantía de contar con un juzgador imparcial, y permite maximizar el 

cumplimiento del derecho a contar con un Juez imparcial, reconocido en el artículo 17 

constitucional. De ahí que bajo el principio de contradicción, cualquier medio de prueba 

que se produzca en juicio debe poder refutarse, pues resulta imperativo respetar la 

igualdad procesal de las partes para sostener la acusación o defensa, lo que implica que 

los argumentos y elementos de prueba que se presenten, se desarrollarán de manera 

pública, contradictoria y oral. Así, está vedado a las partes tratar asuntos con el juzgador 

en forma individualizada, por lo que se requiere la presencia de la contraparte, salvo las 

excepciones constitucionalmente previstas. Además, esta prohibición establecida en la 

Constitución, cuya racionalidad se encuentra en la necesidad de preservar la 

imparcialidad del Juez del conocimiento, tiene el objetivo de evitar contaminaciones que 

deriven en prejuicios o preconcepciones que se materialicen en un sesgo al momento de 

impartir justicia, regla que se proyecta sobre el juzgador de primera instancia que conoce 

de los asuntos sujetos a proceso. Así, el hecho de que esta regla se encuentre incorporada 

en la Constitución tiene la finalidad de salvaguardar la imparcialidad de quienes imparten 

justicia sin necesidad de sujetarla a prueba, pues es una prohibición expresa –salvo las 

excepciones que el legislador disponga–. En consecuencia, la sola infracción a la norma 

constitucional implica la presunción de que se perdió la imparcialidad por parte de quienes 

imparten justicia. 

 

PRIMERA SALA 

 

Amparo directo en revisión 6888/2018. 14 de octubre de 2020. Cinco votos de las Ministras 

Norma Lucía Piña Hernández, quien votó con el sentido, pero con salvedad en las 

consideraciones, Ana Margarita Ríos Farjat, quien reservó su derecho para formular voto 

aclaratorio, y los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan 

Luis González Alcántara Carrancá, quien reservó su derecho para formular voto 

concurrente. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Jaqueline Sáenz Andujo. 

 

 

 

 
Esta tesis se publicó el viernes 09 de abril de 2021 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial 

de la Federación. 
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FIRMA ELECTRÓNICA EXPEDIDA A PERSONAS MORALES POR EL SERVICIO 

DE ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA (FIEL O E.FIRMA). LOS JUZGADOS DE 

DISTRITO Y LOS TRIBUNALES DE CIRCUITO ESTÁN OBLIGADOS A 

RECONOCERLA CÓMO VÁLIDA EN LOS JUICIOS DE AMPARO, SIEMPRE 

QUE AQUÉLLA SE ENCUENTRE CERTIFICADA Y VIGENTE. 
 

Las personas morales contribuyentes que sean titulares de su propia firma electrónica FIEL 

emitida por el Servicio de Administración Tributaria (SAT), actualmente e.firma, podrán 

realizar promociones a través del Portal de Servicios en Línea del Consejo de la Judicatura 

Federal, porque acorde con el convenio de colaboración para el reconocimiento de los 

certificados digitales de la FIEL suscrito el 8 de diciembre de 2014, por el Consejo de la 

Judicatura Federal y el Servicio de Administración Tributaria, a primera vista, parecería que 

sólo está reservada a las personas físicas, pues así se estipuló en aquel convenio, inclusive si 

se trata de personas morales. Empero, esa interpretación literal carece de funcionalidad, 

pues las tecnologías de la información evolucionan, de modo que la normatividad que las 

regula se ve precisada a implementar ajustes para incorporar esos avances tecnológicos, 

como deriva del Código Fiscal de la Federación, que a partir del 5 de enero de 2004 

incorporó el numeral 17-D que prevé que las personas morales también pueden ser titulares 

de una FIEL propia y no sólo las físicas. En concordancia con ello, el 11 de enero de 2012 se 

promulgó la Ley de Firma Electrónica Avanzada que no asigna la titularidad de las firmas 

electrónicas de forma exclusiva a las personas físicas, pero tampoco prohíbe que se 

expidan a favor de personas morales. A su vez, la segunda resolución de modificaciones a 

la Resolución Miscelánea Fiscal para el 2018, publicada en el Diario Oficial de la Federación 

el 11 de julio de 2018, adicionó la regla 2.2.15., que en su párrafo primero y fracción IV, 

especificó los requisitos para que las personas morales obtengan su propia FIEL. Por 

consiguiente, dado que en el convenio mencionado, el Consejo de la Judicatura Federal 

autorizó a los órganos jurisdiccionales a reconocer como válidas las firmas electrónicas 

emitidas por el SAT para trámites jurisdiccionales, se colige que bajo su interpretación 

funcional, los Juzgados de Distrito y Tribunales de Circuito están obligados a reconocer 

como válidas las firmas de las personas morales que promuevan en los juicios de amparo 

mediante el uso de su propia FIEL, siempre y cuando éstas se encuentren certificadas por el 

SAT y permanezcan vigentes. 
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TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

Recurso de reclamación 33/2019. Banco Nacional de México, S.A., Integrante del Grupo 

Financiero Banamex. 23 de octubre de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Sofía Verónica 

Ávalos Díaz. Secretario: Víctor Hugo Solano Vera. 

 

 
Esta tesis se publicó el viernes 23 de abril de 2021 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial 

de la Federación. 
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PERSONAS JURÍDICAS. SON TITULARES DE LOS DERECHOS HUMANOS QUE 

SEAN ACORDES A SU NATURALEZA. 
 

En el proceso legislativo de reforma al artículo 1o. constitucional, se indicó que las 

comisiones dictaminadoras estimaban conveniente precisar que la incorporación del 

término "persona" propuesto por la Cámara de origen era adecuado, entendiendo por tal, 

a todo ser humano titular de iguales derechos y deberes emanados de su común dignidad 

y, en los casos en que ello sea aplicable, debe ampliarse a las personas jurídicas. La 

Constitución reconoce a la persona jurídica aquellos derechos fundamentales que resulten 

necesarios para la realización de sus fines, para proteger su existencia, identidad y el libre 

desarrollo de su actividad. Correlativamente, ello implica que las personas jurídicas no 

gozan de los derechos humanos que presupongan características intrínsecas o naturales 

del hombre, al constituir ficciones creadas a partir del ordenamiento jurídico, por la 

agrupación voluntaria de personas físicas, con una finalidad común e identidad propia 

diferenciada de la de los individuos que las integran. 

 

DÉCIMO OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 

CIRCUITO. 

 

Amparo en revisión 93/2019. Coordinador Nacional de Monumentos Históricos del Instituto 

Nacional de Antropología e Historia y otros. 20 de febrero de 2020. Mayoría de votos. 

Disidente: Armando Cruz Espinosa. Ponente: Juan Carlos Cruz Razo. Secretaria: Anis Sabedra 

Alvarado Martínez. 

 

 

 
Esta tesis se publicó el viernes 30 de abril de 2021 a las 10:34 horas en el Semanario Judicial 

de la Federación. 

 


